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FUNDAMENTOS

ANTECEDENTES
Nos parece importante, para introducirnos en un análisis mas profundo, hacer un breve repaso por la evolución legislativa de la ley 11018 a través de los años, ya que mencionar sus reformas nos darán una dimensión mas acertada a lo que plantea este proyecto de reforma de ley.

La ley 11018 fue sancionada el 15/11/1990, promulgándose por decreto reglamentario Nº 4604 el día 7/12/1990, teniendo el objetivo de autorizar el funcionamiento y explotación del juego de azar denominado lotería familiar gigante o bingo, actividad que hasta el esa fecha no se encontraba regulada a nivel provincial. Posteriormente,  el  28/12/1/90, el Gobernador Antonio Cafiero dicta el decreto nº 5309, estableciendo que el organismo de aplicación será el Ministerio de Economía. 

Por otra parte, el decreto provincial 3/91, crea una Comisión de asesoramiento y seguimiento del régimen legal del Bingo y posteriormente la 11018 sufre su primera modificación con la sanción de las  leyes 11612 y 11704, por las cuales se modifica el articulo 7 de la ley original. También se sanciono el decreto 3656 estableciendo distancias mínimas entre las salas de juego y las instituciones educativas, culturales y religiosas

Luego, ya en el año 2001, por iniciativa del diputado Garivoto se sanciona la Ley 12.792,   la cual Suspende en todo el territorio de la provincia de Buenos Aires  el funcionamiento de maquinas electrónicas de juegos de azar automatizado, con excepción de las autorizadas por la ley 11536.  Suspende la habilitación de  salas dedicadas a lotería familiar gigante o bingos autorizadas por ley 11018.

Por ultimo, la modificación mas importante que ha sufrido la 11018 y fue la sanción de la ley 13063, sancionada el 28/5/03 autorizando el funcionamiento de maquinas electrónicas de juegos de azar en cualquiera de sus variantes exclusivamente en salas de Bingo actualmente habilitadas y en funcionamiento, estableciendo destino de las utilidades, creando asimismo, una comisión bicameral especial y modificando en su articulo 13, el articulo 1 de la ley 11018 ya que establecía una ampliación de hasta un 15% de los municipios donde se podrán habilitar salas de juego. Esta ley 19063 fue promulgada por el decreto 857/2003, en el cual el Gobernador Sola veta esta facultad de ampliación de licencias sosteniendo que esta facultad ejecutiva del poder legislativo, en cuanto a la fiscalización y concesión de beneficios y autorizaciones,  afectaría la zona de reserva de la administración, siendo estas exclusivas del poder ejecutivo.

Consideramos destacable resaltar que el último acto administrativo relevante en esta materia fue la resolución 456/2006 del Interventor del Instituto de Loterías y Casinos, por la cual renueva las licencias de juego de azar hasta el año 2021.

Es loable destacar la importancia de la evolución legislativa en relación a las autorizaciones en la explotación del juego, ya que se entenderá cual es el fin que se persigue al proponer la modificación de un artículo tan sustancial en la reglamentación de esta materia tan importante para el estado provincial.

De este modo creemos que la fundamentación de la reforma propuesta se basa en un pilar jurídico central como es la defensa del derecho a la igualdad entre los municipios y dos cuestiones políticas fundamentales como son la erradicación del juego clandestino  con presencia del estado y la promoción del turismo y el desarrollo.
La labor del Poder Legislativo en la Provincia de Buenos Aires debe tener como meta la inclusión social.
Nuestro accionar como legisladores debe tener como objetivo configurar un Estado incluyente, que lleve adelante el destino de la provincia respondiendo rápida y eficazmente a las demandas, necesidades y expectativas sociales.

“Necesidades y demandas de la población en general y de los excluidos en particular”
La convicción de la imperiosa necesidad de recuperación del Estado como única forma de lograr la inclusión social, debe ser la guía para poner en marcha las acciones y tomar las medidas conducentes para el logro de ese objetivo.

Esas acciones no son otras más que las que le conviene al vecino de la Provincia de Buenos Aires, al hombre común, que posibiliten la contención de las personas y el ejercicio real de su ciudadanía. Que permiten aliviar la presión sobre las arcas públicas de la Provincia y generan nuevos recursos que siempre son escasos al momento de satisfacer las necesidades sociales más urgentes.

Es por ello que hay que tener presente:
DERECHO A LA IGUALDAD
El pilar jurídico que consideramos como el primer argumento sólido a la hora de proponer esta modificación, es que esta ley no respeta y reconoce el principio establecido en el artículo 37 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, la que establece en su primer párrafo que… “Todos los habitantes de la Provincia gozan del derecho a recibir, a través de políticas efectivas de acción social y salud, las utilidades producidas por los juegos de azar, debidamente creados y reglamentados por ley…”. 

Entendemos que cuando el constituyente redacto este articulo, perseguía con su sanción otorgarle a los derechos de recibir políticas efectivas de acción social y salud un sentido de equidad e igualdad, en dirección que cuando el legislador establece que “todos los habitantes” esta haciendo clara referencia a este principio de igualdad, el cual cumple una función sistémica o estructural en nuestro sistema constitucional, ya que su respeto se encuentra ligado con la vigencia efectiva de los restantes derechos.

La ley 11018 al establecer en la redacción de su articulo 1 que …”Como máximo podrán ser autorizados 32 distritos o partidos, en los cuales podrán habilitarse salas de juego…”  viola  de esta manera el mencionado  principio  constitucional, ya que los distritos que cuenten con salas habilitadas en su jurisdicción obtendrán el 4% de las utilidades, mientras que los que no cuentan con dichas salas solo podrán acceder a un fondo creado por la misma ley que afectara solamente el 5% de las utilidades, la cual será distribuida según  los coeficientes establecidos en la ley 10.559, generando una situación de desigualdad manifiesta entre los habitantes de las diferentes municipalidades de la provincia, ya que los postulados enunciados en la Constitución Provincial no podrán ser operativamente aplicables a todos los ciudadanos por igual, generando una clara situación de desigualdad.

En este sentido cabe decir que las Constituciones y los instrumentos internacionales presenta dos facetas para enunciar el derecho a la igualdad, por una lado la igualdad ante la ley, entendida en un sentido formal, y por otro, la igualdad sustancial, que tiende a la remoción de obstáculos que de hecho limiten el ejercicio de los derechos. Este ultimo punto reviste particular importancia, ya que en la reforma que propiciamos proponemos que se reformule el articulo 1 de la ley para quitar el obstáculo que se presenta para que los diferentes municipios de nuestra provincia no cuenten con un impedimento legal para establecer  una sala de juego en su jurisdicción y gozar de todos los beneficios que ello significa. 

Es el Poder Ejecutivo  quien debe tener la potestad reglamentaria para establecer parámetros y criterios que no priven irrazonablemente a los municipios de instalar salas de juego, como a la propia provincia de contar con un procedimiento mas ágil y flexible para diseñar sus políticas de estado con respecto al juego.
Norberto Bobbio sostiene que “…El derecho de igualdad prohíbe toda diferencia carente de justificación, puesto que no basta aducir razones para que un tratamiento normativo diferente pueda considerarse justificado. En este sentido, no cualquier razón o motivo que se aduzca permitirá realizar una diferenciación en el trato…”.

Creemos, según este pensamiento, que la redacción original del articulo 1 de la ley 11018 emplea un medio que no es razonable ni justificable para lograr el fin que perseguía el legislador, máxime si  sostenemos que esta limitación en lo atinente a habilitar salas de juego debe ser una política de estado, tanto para controlar el juego clandestino con un estado presente como para aumentar la recaudación y contar con mas recursos para hacer efectivos los derechos enunciados en el articulo 37 de la carta magna con un criterio de igualdad.

Siguiendo esta línea de razonamiento, es necesario mencionar el criterio de la Corte Suprema de los EE.UU, donde en el caso Baker vs. Carr (se discutía la asignación y distribución de los miembros de la Asamblea de Tennessee)   reconoció, en el fallo, la existencia de una alteración del derecho de igualdad reconocido por la Constitución, por parte de la desigual distribución electoral de los condados del Estado de Tennessee. Es muy importante este antecedente porque años después algo similar ocurrió con nuestra Corte Suprema en el caso  “Frente Justicialista de Liberación” (1973), otorgándole a este derecho constitucional una nueva dimensión jurídica.

 
Este criterio fue tomado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, condensando los distintos elementos  que deben analizarse para juzgar si un acto o norma estatal ha violado o no el derecho a la igualdad, para lo cual ha propuesto como test de legitimidad o adecuación con la Convención Americana sobre Derechos Humanos. “Se requiere de un examen detallado de los siguientes factores: 1) contenido y alcance de la norma que discrimina entre categorías de personas; 2) consecuencias que tendrá ese trato discriminatorio en las personas desfavorecidas por la política o practicas estatales; 3) Posibles justificaciones de ese tratamiento diferenciado, especialmente su relación con un interés del estado; 4) relación racional entre el interés legitimo y la practica o políticas discriminatorias y 5) existencia o inexistencia de medios o métodos menos perjudiciales para las personas que permitan obtener los mismos fines legítimos.

Cabe resaltar que este criterio esta siendo tomado, aunque de manera muy tibia por nuestra Corte Nacional, por lo que del análisis del mismo test nos es sencillo concluir que la norma que se propone modificar no respeta los postulados mencionados por la Comisión Interamericana, dentro del cual mencionamos, en honor a la síntesis, las alternativas menos perjudiciales con las que se contaba para conseguir el mismo fin.

         El principio de igualdad ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación, implica ante todo una garantía que impone la necesidad de dar un tratamiento equitativo a situaciones similares, ello sin desconocer que las distinciones o exclusiones deben basarse  en motivos objetivos razonables y no en un propósito de hostilidad contra determinado municipio o indebido privilegio personal o de un grupo.
       Asimismo, la  explotación de juegos de azar  y bingos constituye una herramienta de gobierno que ha demostrado ser eficaz para contribuir al financiamiento de actividades que persiguen un  indudable interés público.
A modo de conclusión, creemos que impedir que los distintos municipios de nuestra provincia puedan contar con una sala de juego y otros no, constituye una discriminación irrazonable que altera el derecho de igualdad no permite que los derechos enunciados en el articulo 37 de la carta magna se puedan hacer operativos para todos los habitantes de la provincia en igualdad de condiciones.

Por ultimo, queremos hacer referencia a los nuevos municipios creados en el ámbito de nuestra provincia luego de sancionada la ley 11018, ya que aquí se configura una circunstancia especial desde el momento que estos no tuvieron la posibilidad de acceder a la instalación de estas salas de juegos, violando claramente la igualdad de oportunidades y haciendo mas evidente aun  el sentido poco razonable de esta disposición.
ASPECTOS DE TECNICA LEGISLATIVA

Aparece claramente visible la tensión existente desde la promulgación del nuevo texto de la Carta Magna Provincial al contraponerse este con las pautas establecidas en la Ley 11018, especialmente a aquellas fijadas en su artículo 1.
La vigencia y constitucionalidad de la Ley 11018 en el momento de su dictado y aplicación hasta la jura de la nueva Constitución, es incontrastable. Actualmente la indiscutida vigencia del artículo 37 de la Constitución Provincial y el espíritu del Constituyente como fuente de interpretación lucen transparentes en la lectura del Magno texto. La aplicación constitucional ha operado en una suerte de derogación tácita del texto original (y vigente) de la norma legislativa enunciada. La limitación a un numero y localización determinado de salas de bingo que obtienen un porcentaje destinado directamente al Municipio de localización y además –en los casos de las autorizaciones del Instituto Provincial de Lotería y Casinos a las entidades de bien común- conforman una discriminación directamente enfrentada con el principio de la distribución igualitaria de rango constitucional. Inclusive, la conformación del pozo para aquellos municipios sin localización de sala, no es actualmente sustentable ante ese principio incluido en el núcleo duro de la Máxima Norma. Ni los porcentajes de distribución fijados en el texto originario, ni en los reformados por la Ley 11704 superan el Tes. de constitucionalidad al condenar a una disparidad contundente entre los vecinos de un municipio (con sala localizada) a los de otro, ubicados en la vereda de en frente.
La disparidad entre la recaudación de los Municipios, engrosada por la partida de las salas de juego, los aportes especiales en Tasas Municipales de este tipo de actividades, el impulso al Turismo, la no migración del publico apostador, el empleo directo e indirecto generado por la actividad, y la fortaleza de las instituciones –eventualmente- beneficiarias, EN NADA CONDICEN CON EL CONSAGRADO GOCE DE LA IGUALDAD GARANTIZADA PARA TODOS LOS HABITANTES DE LA PROVINCIA.

A esta altura del análisis, la introducción del constituyente del término “utilidades” en el mencionado articulo 37, no puede interpretarse ceñido a la mera distribución de los eventuales beneficios empresariales, pues todos los ítems mencionados en el párrafo anterior engloban las utilidades que deben volcarse en acción social y comunitaria a cada municipio.

El bloque de constitucionalidad de las normas provinciales cuenta con una herramienta de trascendencia institucional en manos del Asesor General de Gobierno: “ARTICULO 2°: Corresponderá a la Asesoria General de Gobierno:…2) Proponer al Poder Ejecutivo:…2.2. La reforma o derogación de las Leyes; decretos o resoluciones que hayan sido declarados inconstitucionales o ilegítimos, en su caso, por el Poder Judicial; así como en el supuesto de colisión de normas…”-

La constitución Provincial rige desde 1994, es norma posterior y de superior rango a la redacción original de la Ley 11018. Este texto ha sido fulminado por la expresión de la Honorable Convención Provincial, e impone una reforma legislativa que preceptivamente ahorre gastos causídicos al erario y permita a la Autoridad de Aplicación ordenar en el territorio provincial una recaudación que se vuelque a una distribución equitativa, siempre oyendo –previamente- a cada sociedad comunal.
ERRADICACION DEL JUEGO CLANDESTINO CON PRESENCIA DEL ESTADO
           Este es uno de los argumentos políticos  que consideramos como esenciales al elaborar el proyecto que se presenta, ya que si visualizamos que la provincia de Buenos Aires recauda en concepto de juego alrededor de 1000 millones de pesos y que el juego ilegal, según datos de 2007, mueve alrededor de 1200 millones de pesos, no es difícil concluir que el estado debe ajustar políticas publicas que prevengan este tipo de juego por el cual la provincia no recibe ningún tipo de tributo ni canon por estas actividades.


Este punto se encuentra vinculado con la seguridad de nuestra provincia, ya que alrededor del juego ilegal giran verdaderas mafias que operan en nuestra jurisdicción. Además de considerarse una practica ilícita en nuestro país,  el juego clandestino tiene consecuencias gravísimas, que en muchas oportunidades se encuentran vinculadas con delitos de mayor importancia.

El objetivo de esta ley en este sentido es que el estado adopte una posición proactiva en materia de regulación y prevención del juego ilegal, ya que la provincia podría incorporar al circuito legal más de 1000 millones de pesos a la vez que se desarticularían estas mafias que operan en sistema de juego clandestino.


Por esta razón proponemos que esta reforma del articulo primero establezca la libertad para que el Poder Ejecutivo planifique esta política de estado con respecto al juego, no circunscribiéndolo solo a habilitar 32 municipios, sino darle toda la facultad reglamentaria para que todos los municipios rentables que cumplan con los requisitos establecidos a puedan tener su sala de juego y colaborar así con la incorporación de las apuestas al circuito legal.


Estamos convencidos que propiciar esta reforma  es alentar su regulación y control por parte del estado a fin de erradicar de forma definitiva el juego clandestino

Por ultimo, queremos resaltar que estamos convencidos que un estado presente es la mejor manera garantizar la legalidad en todas las actividades relacionadas con el juego, ya que este es una realidad y un estado ausente solo propicia el enriquecimiento ilícito de unos pocos y la desgracia y desprotección de muchos.

FOMENTAR EL TURISMO Y EL DESARROLLO

El juego reglamentado y controlado por el Estado puede funcionar sin producir desajustes  en la población donde se practique y puede por el contrario coadyuvar al desarrollo económico donde las economías estén deterioradas. Tal es el caso de los casinos que funcionan en Las Vegas (En los Estados Unidos de Norteamérica) situados en una región desértica e improductiva y que ahora disfruta una floreciente economía.

El proyecto que se presenta pretende comprender el concepto de juego sin ese sesgo negativo que lo caracteriza, sino como un elemento que puede resultar de suma utilidad para fomentar el turismo y el desarrollo regional de nuestra provincia.

De esta manera, queremos acompañar los esfuerzos que esta realizando el Poder Ejecutivo para promocionar el desarrollo de nuestras riquezas turísticas, entendiendo que en otros países existen experiencia muy valiosas en la utilización del entretenimiento y esparcimiento como potencial turístico de regiones. En este sentido, esta propuesta sigue la intención de presentar al juego como un elemento positivo para el desarrollo turístico.

De esta manera, en Asia por ejemplo, se habla  de la industria del juego, no como una forma de producir ganancia, sino como una estrategia para la promoción del turismo.

Estamos convencidos que el juego debidamente controlado con leyes que sean precisas al respecto, complementa el turismo, crea empleos, produce impuestos y divierte al turista, desarrollando económicamente a la región de manera significativa.

Por ultimo deseamos destacar que la modificación que plantemos es coherente con este planteo, ya que  permite que todos los municipios y partidos de la provincia tengan la potencialidad de contar en su territorio con una sala de juegos que colabore con el desarrollo de su economía.

CONCLUSION

Por todo lo manifestado precedentemente, me limitare a decir que estamos ante una propuesta que pretende ser pionera en la manera de entender el juego como motor de desarrollo, para lo cual el Estado debe tener una presencia significativa en su regulación y control.

Estamos convencidos que solo de esta manera, sumando al criterio anterior una férrea regulación legal, estableceremos los parámetros de igualdad y crearemos condiciones propicias para que nuestra sociedad pueda aprovechar todo el potencial de estas actividades estimuladoras de la economía.

Consideramos que es la única forma de brindar igualdad de oportunidades a los distintos municipios a las vez que se aumenta la recaudación destinando mas recursos en equipamiento policial, hospitales, educación, acción social, investigación y cultura para todos los habitantes de nuestra provincia, combatiendo de esta manera toda la actividad lúdica que escapa a controles y daña seriamente a nuestra sociedad.

Finalizando esta exposición, decimos que es un principio esencial de nuestro sistema jurídico el hecho que la legislación se debe actualizar, adecuándose a las demandas sociales imperantes en la realidad. En este orden de ideas, la ley que pretendemos modificar aquí respeta esta directriz.

Por todo lo expuesto, convoco a mis colegas diputados a que me acompañen en esta iniciativa, aprobando el mismo oportunamente.
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PROYECTO DE LEY
El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sanciona con fuerza de 

Ley
ARTÍCULO 1°: Modificase el artículo 1° de la ley 11.018, el que quedara redactado de la siguiente manera:

“ARTICULO 1°: Autorizase en la medida y con los alcances de la presente Ley, en todos los distritos o partidos en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, el funcionamiento y explotación del juego de azar denominado “Lotería Familiar”, “Lotería Familiar Gigante”, o “Bingo”.
ARTICULO 2°: El Poder Ejecutivo faculta al Instituto Provincial de Lotería y Casinos, como Órgano de Aplicación de la presente Ley, a otorgar la autorización para la instalación y funcionamiento de las nuevas Salas de Juego. Para ello podrá realizar estudios socio-económicos, socio-ambientales, de factibilidad y necesidad a fin de establecer los lugares donde se habilitaran dichas Salas.

ARTÍCULO 3°: Las condiciones y requisitos a los que deben ajustarse las nuevas Salas de Juego a los efectos de autorizar su instalación y funcionamiento, son los que fija la Resolución n° 456/06 del Instituto Provincial de Lotería y Casinos. Asimismo, la apertura de una nueva Sala de Juego, solo será autorizada por el Organismo cuando mediare una distancia no inferior a trescientos (300) metros, medidos de puerta a puerta por camino peatonal, de los inmuebles en que funcionen Instituciones Culturales, Educativas o Religiosas. Toda excepción a lo establecido en el párrafo anterior requerirá de la previa consulta al Instituto Provincial de Lotería y Casinos y solo podrá adoptarse mediante Resolución fundada.

ARTICULO 4°: Las nuevas Salas de Juego tendrán como plazo de vencimiento de sus licencias la misma fecha que la prevista para las salas ya habilitadas de acuerdo a lo establecido por la Resolución n° 456/06 del Instituto Provincial de Lotería y Casinos.

ARTICULO 5°: Deroganse la Ley 12.792/01 y todas las Leyes, Decretos y/o Resoluciones que contradigan la presente.

ARTICULO 6°: Esta Ley entrará en vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de Buenos Aires. Todo conflicto normativo relativo a su aplicación deberá resolverse en beneficio de la presente Ley.

ARTICULO 7°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
